
35520 Martes 25 septiembre 2001 BOE núm. 230

La Comisión Permanente será el órgano competente
para impartir las directrices a las que deban sujetarse
en su actuación los integrantes de las representaciones
de la Comisión para la Coordinación del Transporte de
Mercancías Perecederas, que participen en las reuniones
internacionales sobre el transporte de mercancías pere-
cederas, salvo que por el Pleno se recabara esta facultad.

La Comisión Permanente podrá realizar, por delega-
ción expresa del Pleno, las funciones en materia de estu-
dio, emisión de informes, impulso de los procedimientos,
propuesta y divulgación de la legislación, a que se refie-
ren los párrafos a), b), c), d) y f) del artículo 3 de este
Real Decreto.

Artículo 7. Subcomisiones y grupos de trabajo.

Tanto en el seno del Pleno como de la Comisión Per-
manente se podrán constituir subcomisiones y grupos
de trabajo para la realización de los estudios e informes
que les sean encomendados.

En las subcomisiones y en los grupos de trabajo
podrán participar representantes de los sectores afec-
tados, ya sean empresas de transporte frigorífico, fabri-
cantes de vehículos, consumidores u otros similares.

Artículo 8. El Secretario.

Actuará como Secretario, tanto del Pleno como de
la Comisión Permanente, un funcionario perteneciente
a la Subsecretaría de Fomento, designado al efecto por
el titular de la misma.

Corresponderá al Secretario, el ejercicio de las fun-
ciones establecidas en el artículo 25 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Artículo 9. Apoyo administrativo y técnico a la Comi-
sión y a sus órganos.

La Secretaría Técnica de Transportes, dependiente
del Subsecretario de Fomento, prestará el apoyo admi-
nistrativo y técnico a la Comisión y a sus órganos, y
asumirá las funciones de órgano gestor de la Comisión.
Le corresponderá informar y proponer las medidas y reso-
luciones relativas a las competencias de la Comisión,
así como llevar a cabo la ejecución de sus acuerdos.

Al representante de la Secretaría Técnica de Trans-
portes le corresponderá la dirección y coordinación de
las delegaciones españolas en las reuniones internacio-
nales en materia de transporte de mercancías perece-
deras cuando aquélla no sea ejercida por el Ministerio
de Asuntos Exteriores.

Artículo 10. Participación y colaboración con la Comi-
sión.

El Pleno y la Comisión Permanente, cuando la natu-
raleza de los asuntos a tratar así lo requiera, podrán
solicitar la asistencia, tanto a las sesiones de las sub-
comisiones como de los grupos de trabajo, en calidad
de asesores, de los representantes del Comité Nacional
del Transporte por Carretera o del Consejo Nacional de
Transportes Terrestres, así como cualesquiera de otras
empresas, entidades, organismos o asociaciones rela-
cionados con el transporte de mercancías perecederas,
u otras personas que por sus conocimientos sobre la
materia se estimare conveniente.

Artículo 11. Funcionamiento de la Comisión.

1. El régimen de funcionamiento de la Comisión
será el establecido para los órganos colegiados en el
capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, sin
perjuicio de las peculiaridades previstas en el presente
Real Decreto.

2. A tenor de lo previsto en el apartado 2 del artícu-
lo 22 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, la Comisión será com-
petente para aprobar sus propias normas de funciona-
miento.

Disposición final primera. No incremento de gasto
público.

La aprobación de este Real Decreto no supondrá
incremento del gasto público. La organización y funcio-
namiento de la Comisión para la Coordinación del Trans-
porte de Mercancías Perecederas se atenderá con los
medios materiales y personales de la Subsecretaría de
Fomento.

Disposición final segunda. Habilitación de desarrollo.

El Vicepresidente Primero del Gobierno y Ministro del
Interior, y los Ministros de Fomento, de Asuntos Exte-
riores, de Agricultura, Pesca y Alimentación, de Sanidad
y Consumo, y de Ciencia y Tecnología dictarán o pro-
pondrán, conjunta o separadamente, según las materias
de que se trate, las disposiciones que exija el desarrollo
de este Real Decreto.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

Este Real Decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 14 de septiembre de 2001.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de la Presidencia,

JUAN JOSÉ LUCAS GIMÉNEZ

17997 ORDEN de 20 de septiembre de 2001 por
la que se modifica la Orden de 25 de octubre
de 1983, por la que se aprueba la Norma
General de Calidad para la leche condensada
destinada al mercado interior.

La Orden de 25 de octubre de 1983, que establece
la Norma General de Calidad para la leche condensada
destinada al mercado interior, fue modificada posterior-
mente por Orden de 11 de febrero de 1987, que trans-
puso a nuestro derecho interno las Direct i -
vas 76/118/CEE, de 18 de diciembre de 1975,
y 83/635/CEE, 31 de diciembre de 1983, relativas a
la «aproximación de legislaciones de los Estados miem-
bros sobre determinados tipos de leche conservada par-
cial o totalmente deshidratada destinados a la alimen-
tación humana».

El apartado 6.3.2 de la Norma General de Calidad
para la leche condensada, relativo a las características
físico-químicas intrínsecas, fija los contenidos máximo
y mínimo de sacarosa, inexistentes en la normativa euro-
pea, lo que supone una restricción para la leche con-
densada fabricada en España, siendo conveniente, por
tanto, suprimir dicho requisito para lograr la necesaria
armonización.

En el proceso de elaboración de esta norma han sido
consultadas las Comunidades Autónomas y oídos los
sectores afectados, habiendo emitido informe preceptivo
la Comisión Interministerial para la Ordenación Alimen-
taria.
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La presente Orden se dicta al amparo de lo previsto
en el artículo 149.1.13.a y 16.a de la Constitución.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Eco-
nomía, de Agricultura, Pesca y Alimentación, y de Sani-
dad y Consumo, dispongo:

Artículo único. Modificación de la Norma General de
Calidad de la leche condensada destinada al mercado
interior.

Se suprime el primer guión del apartado 6.3.2 de
la Norma General de Calidad de la leche condensada
destinada al mercado interior, aprobada por Orden de 25
de octubre de 1983, en el que se regulan los porcentajes
máximos y mínimos de la sacarosa en función del extrac-
to seco total procedente de la leche.

Disposición final primera. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 20 de septiembre de 2001.

LUCAS JIMÉNEZ

Excmos. Sres. Vicepresidente Segundo del Gobierno para
Asuntos Económicos y Ministro de Economía, Minis-
tro de Agricultura, Pesca y Alimentación y Ministra
de Sanidad y Consumo.

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE GALICIA

17998 LEY 8/2001, de 2 de agosto, de Protección
de la Calidad de las Aguas de las Rías de
Galicia y de Ordenación del Servicio Público
de Depuración de Aguas Residuales Urbanas.
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Las rías de Galicia constituyen unos espacios singu-
lares dentro de la geografía de la Comunidad Autónoma.
En ellos se encuentra una gran riqueza natural, de fauna
y paisajística y de importante valor económico a la vez,
que viene conviviendo con asentamientos urbanos y acti-
vidades industriales de cierta entidad. El deterioro que,
a través de los años, estas actividades, u otras de nueva
implantación, pueden causar por efectos puntuales o
acumulativos a la calidad de sus aguas hace necesario
que se utilicen todos los instrumentos al alcance de la
Comunidad Autónoma para corregir y prevenir estas con-
secuencias perniciosas. La presente Ley pretende, pues,
la protección de la calidad de las aguas de las rías de
Galicia mediante el establecimiento de objetivos de cali-
dad y de límites para la emisión de vertidos, así como
la ordenación de las actividades que pudiesen resultar
incompatibles con dicha protección, cuya instalación
requerirá una especial atención a las exigencias ambien-
tales.

Todo ello con el objetivo de que Galicia se dote de
un instrumento normativo del máximo rango que haga
compatibles de forma razonable el desarrollo urbano e
industrial, por un lado, con los usos de marisqueo, tu-
rismo y baño de las rías, por otro, considerando el medio

natural como un factor limitador común a ambos as-
pectos.

Estas circunstancias obligan a acometer una norma-
tiva especial para los vertidos contaminantes en las rías
de Galicia que, acomodándose a lo dispuesto en la nor-
mativa de la Unión Europea y la normativa básica del
Estado, establezca un régimen de protección de los már-
genes de éstas, así como un régimen estricto de vertidos,
tanto desde la perspectiva material de los parámetros
de calidad de las aguas y niveles de emisión admisibles
como desde la perspectiva puramente sancionadora.

A estos efectos, el Estatuto de Autonomía de Galicia
contempla, por una parte, la competencia exclusiva de
la Xunta de Galicia para la ordenación del territorio y
del litoral (artículo 27.3) y para la promulgación de nor-
mas adicionales sobre protección del medio ambiente
(artículo 27.30), y, por otra parte, la ejecución de la
normativa estatal en materia de vertidos al litoral (artícu-
lo 29.4). En este marco, según ha sido reiteradamente
interpretado por el Tribunal Constitucional, la presente
Ley encuentra, pues, acomodo en las competencias de
la Xunta de Galicia.

Asimismo, la presente Ley encaja sin dificultad en
la previsión contenida en el artículo 34 de la Ley de
Costas Estatal, a fin de dictar normas específicas de pro-
tección para tramos de costa determinados, a los cuales
se debe atender especialmente para la autorización de
vertidos contaminantes, de acuerdo con lo dispuesto en
el artículo 57.2 de la misma Ley. Hay que aclarar que,
si bien la Sentencia del Tribunal Constitucional
149/1991 declara el citado artículo 34 inconstitucional,
dicho pronunciamiento tiene como fundamento no el
contenido material del precepto, que es plenamente
admisible, sino la atribución al Estado y no a las Comu-
nidades Autónomas de la competencia para dictar tales
normas.

Por último, el régimen de protección que la presente
Ley establece se incardina también en el marco de los
principios que inspiran la Ley 1/1995, de 2 de enero,
de Protección Ambiental de Galicia, en especial el de
clasificación de las actividades y el de prevención, expre-
samente recogidos en esa norma adicional de protección
autonómica dictada para dar cumplimiento al artículo
45 de la Constitución y a las exigencias ambientales
derivadas del ingreso de España en la Unión Europea
dentro del ámbito de nuestra autonomía.
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En otro orden de cosas, la presente Ley regula la
ordenación del servicio de depuración de aguas resi-
duales urbanas. Este servicio ha venido hasta ahora pres-
tándose, generalmente, de una forma dual, reservándose
la Administración Autonómica la ejecución de las esta-
ciones depuradoras y asumiendo las Entidades Locales
la explotación de las mismas. Sin embargo, el desarrollo
de la planificación del saneamiento de Galicia y la eje-
cución de numerosas instalaciones de depuración han
puesto de manifiesto una serie de disfunciones, tales
como la falta de reglamentos u ordenanzas municipales,
la disparidad de costes económicos de explotación o
la falta de respuesta ante determinados vertidos, de natu-
raleza industrial asumibles por el sistema, debidas en
algunos casos a la escasa capacidad técnica, económica
o normativa de las Entidades que actualmente prestan
el servicio.

Estas disfunciones pueden comprometer el cumpli-
miento de los objetivos ordenados por la normativa
europea, ya asumidos por el ordenamiento jurídico espa-
ñol y gallego. Por ello, el título II de la presente Ley
ordena el servicio de depuración de aguas residuales
urbanas de Galicia, que se declara servicio público de


